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SENTENCIA 

 

En San Juan, Puerto Rico, a 12 de diciembre de 2019. 

I. 

El 6 de junio de 2019 el Consejo de Titulares del Condominio 

ESJ Towers (Consejo de Titulares), presentó Demanda Jurada 

promoviendo que se declarara nula una convocatoria a una 

Asamblea Extraordinaria emitida, por varios titulares del 

Condominio ESJ Towers. Alegaron que la misma incumplió con la 

Ley de Condominios y el Reglamento del Condominio ESJ Towers. 

Conjuntamente con la Demanda, el Consejo de Titulares presentó 

una Solicitud de Entredicho Provisional e Interdicto Preliminar. Adujo 

que no tenía un remedio adecuado en ley para reparar el alegado 

acto ilegal a ser perpetrado por titulares demandados, pues, de 

celebrarse la Asamblea Extraordinaria, se produciría la anomalía de 

tener dos Juntas de Directores en representación del Consejo de 

Titulares.  Aseveró que la convocatoria notificada por los titulares 

demandados no estaba firmada por persona alguna ni acreditaba 
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contar con el aval de los titulares que representaban una quinta 

parte de los titulares o el veinte por ciento (20%) de las 

participaciones en los elementos comunes del Condominio ESJ 

Towers, según requerido por Ley de Condominios.1  

El 11 de junio de 2019 el co-demandado Ariel Cohen, en su 

carácter personal y como representante de la corporación DAEL, 

Inc., titular del apartamento 1471 en el Condominio ESJ Towers, 

presentó una Moción de Desestimación. Basó la misma en que: 1) el 

tribunal no tenía jurisdicción sobre la materia cuando la demanda 

del Consejo era, en realidad, una impugnación por los actuales 

miembros de la Junta, como titulares, sobre actuaciones del 

Consejo, como su auto-convocatoria; 2) el Consejo no tiene 

legitimación activa; 3) eran partes indispensables en este pleito 

todos los titulares que suscribieron la convocatoria en controversia 

y, hasta el presente no habían sido demandados o emplazados; 4) 

existían otros remedios en ley y que no había daño irreparable 

alguno que pudiera sufrir el Consejo.2   

El 12 de junio de 2019, celebrada la vista de interdicto, el Foro 

recurrido declaró en corte abierta No Ha Lugar la Demanda y 

desestimó todo su contenido por falta de jurisdicción. 

Posteriormente, el 13 de junio de 2019, notificada el 14, emitió 

Sentencia declarando No Ha Lugar la solicitud de entredicho 

provisional e interdicto preliminar y desestimó, en su totalidad la 

Demanda y ordenó el archivo, con perjuicio, de todo posible 

reclamo presentado por el Consejo de Titulares contra los 

demandados. También condenó al Consejo de Titulares al pago de 

$1,000 en concepto de honorarios de abogados a favor de la parte 

demandada, más las costas del litigio.  

                                                 
1 31 LPRA § 1293b-1.  
2 A la Moción de Desestimación antes referida, se unió el co-demandado, Richard 

J. McElroy, en escrito fechado el 12 de junio de 2019, adoptando los fundamentos 

de Derecho discutidos y promoviendo los mismos remedios desestimatorios.   
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El 28 de junio de 2019 el Consejo de Titulares presentó Moción 

de Reconsideración. Arguyeron que no procedía la imposición de 

honorarios por temeridad y que la desestimación de la Demanda 

debió ser sin perjuicio por tratarse de una desestimación por falta 

de jurisdicción. El 30 de julio de 2019, notificada el 12 de agosto de 

2019, el Tribunal de Primera Instancia declaró No Ha Lugar la 

Moción de Reconsideración.  

Inconforme, el 11 de septiembre de 2019, el Consejo de 

Titularles recurrió ante nos mediante escrito de Apelación. Plantea:  

PRIMERO: ERRÓ EL TPI AL DETERMINAR 

TEMERIDAD POR PARTE DEL CONSEJO 

SEGUNDO: ERRÓ EL TPI AL DETERMINAR 

ARCHIVO CON PERJUICIO 

 Pendiente el perfeccionamiento del recurso, el 19 de 

septiembre de 2019, la codemandada apelada Chana Ben Tolila 

Uzon nos solicitó desestimáramos el recurso. El 7 de octubre de 

2019, el Concejo de Titulares se opuso a la desestimación solicitada. 

Resolvemos. 

II. 

A. 

La Regla 44.1 de Procedimiento Civil permite la imposición de 

honorarios en caso de que cualquiera de las partes o su abogado 

hubiesen procedido con temeridad o frivolidad.3 Así lo establece el 

inciso (d) de dicha Regla: 

(d) Honorarios de abogado. En caso que cualquier parte 
o su abogado o abogada haya procedido con temeridad 
o frivolidad, el tribunal deberá imponerle en su 

sentencia al responsable el pago de una suma por 
concepto de honorarios de abogado que el tribunal 

entienda correspondan a tal conducta. En caso que el 
Estado Libre Asociado de Puerto Rico, sus municipios, 
agencias o instrumentalidades haya procedido con 

temeridad o frivolidad, el tribunal deberá imponerle en 
su sentencia una suma por concepto de honorarios de 
abogado, excepto en los casos en que esté expresamente 

exento por ley del pago de honorarios de abogado.4 
 

                                                 
3 32 LPRA Ap. V, R. 44.1 (d). 
4 Íd. 
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Se ha definido la temeridad “como aquella conducta que hace 

necesario un pleito que se pudo evitar, que lo prolonga 

innecesariamente o que obliga que la otra parte incurra en gestiones 

evitables”.5 Esta penalidad persigue “disuadir la litigación frívola y 

fomentar las transacciones mediante sanciones que compensen a la 

parte victoriosa los perjuicios económicos y las molestias producto 

de la temeridad de la otra parte”.6 La imposición de honorarios por 

temeridad también tiene el propósito de penalizar a la parte “que por 

su terquedad, obstinación, contumacia e insistencia en una actitud 

desprovista de fundamentos, obliga a la otra parte, 

innecesariamente, a asumir las molestias, gastos, trabajo e 

inconvenientes de un pleito”.7 Por tanto, se considera que incurre 

en temeridad aquella parte que torna necesario un pleito frívolo o 

que provoque su indebida prolongación, y que obliga a la otra a 

incurrir en gastos innecesarios.8 

B. 

La determinación de si una parte ha actuado o no con 

temeridad descansa en la discreción del Tribunal sentenciador. 

Recordemos que las decisiones discrecionales que toma el Foro 

primario no se revocarán a menos que se demuestre que el juzgador 

abusó de su discreción.9  Así pues, la parte que solicite la revisión 

de una determinación de temeridad tendrá que demostrar el abuso 

de discreción cometido por el Foro recurrido puesto que dicha 

determinación no se revisará a menos que el Tribunal a quo se haya 

excedido en su discreción.10  

                                                 
5 Meléndez Vega v. El Vocero de PR, 189 DPR 123, 212 (2013); Marrero Rosado v. 
Marrero Rosado, 178 DPR 476, 504 (2010). 
6 Marrero Rosado v. Marrero Rosado, supra, pág. 505. 
7 Rivera v. Tiendas Pitusa, Inc., 148 DPR 695, 702 (1999). 
8 Colón Santos v. Coop. Seg. Mult. P.R., 173 DPR 170, 188 (2008); P.R. Oil v. Dayco, 

164 DPR 486, 511 (2005). 
9 SGL Zapata-Rivera v. J.F.Montalvo, 189 DPR 414, 434-435 (2013). 
10 CNA Casualty of P.R. v. Torres Díaz, 141 DPR 27, 44 (1996). 
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En su primer señalamiento, el Consejo de Titulares sostiene 

que erró el Tribunal de Primera Instancia al determinar que fue 

temerario. Expone nuevamente las razones por las que entiende que 

presentó una demanda meritoria y debido a las cuales su forma de 

proceder “no puede considerarse temeraria bajo ninguna óptica”. No 

tiene razón. 

Todas estas razones fueron expuestas previamente por el 

Consejo de Titulares en la vista celebrada sin que el Foro recurrido 

pudiera encontrarle mérito a ninguna. De hecho, el Tribunal 

primario le concedió varias oportunidades al Consejo de Titulares 

para tratar de explicar los méritos de su reclamación y las razones 

por las que entendía que procedía un recurso extraordinario como 

el injunction. En todas y cada uno de estos intentos el Tribunal a 

quo expresó que no estaba convencido de los argumentos que estaba 

ofreciendo el Consejo de Titulares y que tan siquiera entendía cuál 

era la legitimación del Consejo de Titulares para entablar la 

reclamación. Según indicó el Tribunal recurrido, se trata de un 

pleito que pudo haberse evitado y cuya radicación provocó 

innecesariamente la activación de la maquinaria judicial y la 

participación de los demandados. 

Estamos convencidos, de que, al imponer honorarios por 

temeridad, el Foro recurrido se adhirió a los criterios o guías y las 

reglas que la jurisprudencia ha establecido. El alegado error no fue 

cometido. 

III. 

A. 

En su segundo señalamiento de error, el Consejo de Titulares 

sostiene que erró el Tribunal de Primera Instancia al desestimar con 

perjuicio la Demanda.  Tampoco tiene razón. Veamos por qué. 

La desestimación es uno de los medios que el Tribunal tiene 

para dar por concluido un proceso sin dirimir los méritos del mismo. 
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La Regla 39.2 de Procedimiento Civil, rige el proceso de 

desestimación de las demandas presentadas en el Tribunal de 

Primera Instancia.11 Dicha regla dispone que el tribunal puede, a 

iniciativa propia o por solicitud del demandado, decretar la 

desestimación del pleito. En lo pertinente, la referida regla establece 

que “[a] menos que el tribunal en su orden de desestimación 

disponga de otro modo, una desestimación bajo esta Regla 39.2 y 

cualquier otra desestimación, excepto la que se haya dictado por 

falta de jurisdicción o por haber omitido acumular una parte 

indispensable, tienen el efecto de una adjudicación en los méritos”. 

(Énfasis nuestro).12 

B. 

 En este caso, si bien el Foro a quo expresó que “no [tenía] 

jurisdicción para impedir la celebración de una Asamblea 

Extraordinaria convocada por un grupo de titulares, al amparo de 

lo dispuesto por el Artículo 38-A, 31 LPRA § 1293b-1[…]”, no se 

refirió a que la parte Demandante tenía que acudir a otro foro a 

incoar su reclamo. Se fundó en la realidad jurídica de que el Consejo 

de Titulares no tiene legitimación para lo solicitado en la Demanda 

ni mucho menos derecho a remedio alguno a su favor y en contra 

de los titulares demandados. Correctamente resolvió, que los 

titulares que entendieran que la convocatoria no cumplía con los 

requisitos de ley o que no estuvieran conformes con los acuerdos 

alcanzados en la Asamblea celebrada, tenían mecanismos 

específicamente establecidos en la Ley de Condominios para 

impugnar dichas actuaciones. Fue claro en expresar, que la Ley de 

Condominios en su Artículo 38-A, 31 LPRA § 1293b-1, permite a un 

grupo de titulares, como ocurrió en este caso, convocar una 

Asamblea Extraordinaria y que no tenía autoridad para impedir tal 

                                                 
11 32 LPRA Ap. V. 
12 32 LPRA Ap. V, R. 39.2 (c).  
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acción. Ello así, y tras no ser cuestionada la desestimación 

decretada, procedía disponer de la controversia con perjuicio. 

Sencillamente, el Consejo de Titulares, como persona jurídica, no 

tiene facultad para presentar este tipo de reclamación en contra de 

los titulares demandados. Corresponde a los titulares inconformes 

llevar acciones a través de los mecanismos y procedimientos que le 

provee la propia Ley de Condominios. 

IV. 

Por los fundamentos antes expuestos, confirmamos el 

dictamen recurrido. 

 Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 

 
 
                                                  Lcda.  Lilia M. Oquendo Solís 

                                           Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


